Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 11 minutos.) 
-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente:) 


“Notas de Madres y Familiares de Detenidos Desaparecidos, de fecha 4 de abril de 2013, de 
Servicio Paz y Justicia SERPAJ - Uruguay de fecha 3 de abril de 2013 y de Crysol Asociación de 
express políticos del Uruguay de fecha 8 de abril de 2013 relacionadas con la Carpeta N* 
1083/2012, Capitán de Navío (CG) Alex Lebel!”. 


-La documentación ya fue repartida y tiene relación con el primer punto del Orden del Día, por 
lo que pasaríamos a considerarlo, como habíamos acordado. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Quiero plantear meramente una cuestión de trámite, una pregunta. 


Tomamos conocimiento de estos documentos de las instituciones que se han mencionado al 
llegar a Sala; nos fueron entregados en un sobre reservado y los hemos leído. Ahora bien, allí no se 
menciona si estas personas accionaron ante la Justicia y si, habiendo accionado, las denuncias fueron 
incluidas por el Poder Ejecutivo de alguna época en el artículo 4% de la Ley de Caducidad. Me parece 
que es muy importante saber esto, porque no olvidemos que estamos regidos, en todo este drama que 
comienza en 1963 y tiene su segunda etapa en 1973, por dos leyes: la Ley de Amnistía, que es de una 
gran claridad y, por lo tanto, nunca ofreció ningún reparo legal, más allá de los reparos morales que 
uno pueda tener en cuanto a sus resultados, y la Ley de Caducidad, en la que todos sabemos que se 
establecieron determinadas condicionantes, por las circunstancias en que nació y de las que podemos 
dar testimonio algunos de los que estamos aquí, o por lo menos quien habla. Entonces, me interesa 
mucho saber si los ciudadanos y ciudadanas incluidos en las tres notas hicieron oportunamente uso de 
su derecho a presentar denuncias y si, habiéndolo hecho, los Poderes Ejecutivos sucesivos -no el mío, 
por suerte, porque a mí nunca me tocó aplicar la Ley de Caducidad; nadie sabe por qué, pero no hubo 
denuncias durante el período 1990-1995- determinaron si los hechos estaban o no incluidos en el 
amparo de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Me parece que esto reviste una 
gran importancia, porque más allá del tema de los sentimientos, que siempre lo separamos en este 
aspecto -todos tenemos recuerdos malos y muertes que lamentar de esos años- está el aspecto 
jurídico, que es el que establece la caducidad de la pretensión, o la amnistía, en el caso de quienes 
están incluidos en ella, en la primera ley. Yo no lo sé y creo que, desde el punto de vista jurídico, para 
poder emitir una opinión sobre el fondo del asunto es importante saber si así se actuó y cuál fue el 
resultado, o si no se actuó. Ese es mi planteo, señor Presidente. 


En realidad, no sé en qué sentido formular una moción, pero me parece que la Comisión debe 
conocer la circunstancia legal en la que está la persona a la que hace referencia el proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo. 


Con mucho sentido de la oportunidad, el señor Senador Saravia me dice que en la nota de 
Crysol, en el primer párrafo se menciona una denuncia, pero no se dice qué decisión recayó por parte 
del Poder Ejecutivo cuando el Juez, en cumplimiento de la Ley de Caducidad, lo puso en conocimiento, 
como tiene que haber sucedido. La presentación de esto fue en el 2012. Es decir que en este caso sí 
se hace mención a una denuncia, pero en los otros no, por lo que queda parcialmente en pie lo que yo 
mencionaba. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por Secretaría se me hace notar que en el informe de Serpaj, que adjunta el 
Observatorio Luz Ibarburu, hablan de denuncias al Juzgado Letrado en lo Penal de 19* y 21? Turno. Lo 
que no sabemos es qué ha sucedido con esas denuncias. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Basta con mirar los nombres mencionados en la carátula -Álvarez 
Armelino y Larcebeau- para saber que fueron excluidos de la Ley de Caducidad. Por lo tanto, ese 
expediente tiene una validez. Lo que no he visto es que se haya condenado a esta persona porque, 
según ese expediente, los condenados hasta ahora son Larcebeau, Gregorio Álvarez Armelino y tengo 
entendido que una persona de mi especial conocimiento, que fue el que me secuestró el día 6 de julio 
de 1973: el señor Ricardo Arab Fernández, de quien mantengo una cálida memoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si interpreto bien la moción del señor Senador, se trata de solicitar informes 
sobre la situación de algunas de estas denuncias que se expresan por parte de Crysol, 
fundamentalmente. Es decir que tendríamos que saber si en el Juzgado se están procesando 
denuncias o si en alguna ocasión fue aplicada la Ley de Caducidad. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Profundizando un poco y alejándonos unos pasos para analizar el 
asunto en perspectiva, podemos ver que el Poder Ejecutivo mandó el proyecto de ley, y no voy a ser 
más realista que el Poder Ejecutivo. Sin embargo, siendo el tema de los derechos humanos tan 
importante para todos -en el que han hecho hincapié determinadas fuerzas políticas- me gustaría 
saber si se envía este proyecto en conocimiento de todo esto -y pasando por encima de esos 
episodios- o se lo hace ignorándolo. Eso es lo que tengo que saber porque, en un sistema de mayoría 
automática, absoluta, indestructible e indivisible -como el que hemos vivido y existe actualmente- no 
voy a votar ni a levantar mi mano hasta que no lo hayan hecho todos los señores integrantes del Frente 
Amplio. ¡Discúlpenme, pero es mi derecho! 


SEÑOR BARÁIBAR.- Tiene razón. 


SEÑOR GALLO.- Sin perjuicio de que no estuve presente en la sesión anterior porque estaba en uso 
de licencia, quiero decir que leí la versión taquigráfica. En la oportunidad, la señora Senadora 
Topolansky realizó un planteamiento respecto a la necesidad de tener los resultados de un informe que 
solicitó a la Institución Nacional de Derechos Humanos. Tengo entendido que ese informe aún no llegó; 
por lo tanto y en función de la necesidad de contar con él, propongo que el tratamiento de este tema se 
postergue para la próxima sesión. 


SEÑOR SARAVIA.- Es cierto que en la sesión anterior se manejaron dos elementos: por un lado, el 
tema jurídico, sobre el cual planteamos nuestros reparos -y lo seguimos haciendo- en el sentido de que 
no corresponde aplicar una ley de reparación individual con nombre y apellido porque estaría sentando 
precedentes y, además, porque los Tribunales no hicieron lugar a la demanda, y por otro, el tema de 
los derechos humanos. 


Recuerdo que la Comisión de Defensa Nacional del Senado, a la que me incorporé hace ya 
un largo tiempo, era presidida por el señor Eleuterio Fernández Huidobro, actualmente Ministro de 
Defensa Nacional. Lo primero que se hizo fue poner en antecedentes, por parte de quienes tenían una 
vasta experiencia en la materia -como el entonces Senador Korzeniak, entre otros, además de 
Senadores del Partido Nacional y del Partido Colorado- a todos los Senadores que la integrábamos por 
primera vez, acerca del tratamiento de las venias para conferir ascensos -sin manejar especialmente 
nombres y apellidos- haciendo especial hincapié en aquellas destinadas a Oficiales que hubiesen 
estado en actividad durante la época del proceso, en 1974 y 1976, e incluso anteriormente. Se puso 
permanente y especial atención al tema de los derechos humanos como forma de dilucidar si 
determinadas denuncias estaban o no amparadas por ciertos aspectos de la Ley de Caducidad. Aun 
así, fueron muchas las venias que durante tiempo estuvieron sin resolución hasta que se elaboraron 
los informes correspondientes. Recuerdo una cuya resolución llevó mucho tiempo, hasta que la 
persona que supuestamente aparecía en un libro como torturada dijo a los integrantes de la Comisión 
que nunca lo había sido. Y esa venia estuvo trancada. 


Aquí hay denuncias penales en trámite y no sabemos si están amparadas en la Ley de 
Caducidad. Por lo tanto, me gustaría saber -tal como lo manifestó el señor Senador Lacalle Herrera- si 
el Partido de Gobierno va a avalar una reparación a alguien que tiene una denuncia penal por torturas 
en el Fusna y no sé cuántos informes más. 


Otra cosa que desconozco es si el informe que vino en forma reservada es el que solicitó la 
señora Senadora Topolansky o no. Ella habló de un informe que había pedido a la Institución Nacional 
de Derechos Humanos, pero en este caso se trata de un informe que llega al Senado en forma 
reservada con determinadas denuncias de Crysol y de Serpaj; de Madres y Familiares de Uruguayos 
Detenidos Desaparecidos ya había venido. Ahora lo que tenemos es una ampliación con todas las 
denuncias firmadas, pero resulta que también aparecen testigos que ya se habían presentado en la 
Comisión, cuando nosotros la presidíamos en el período anterior -se recordará que en la sesión 
anterior hicimos mención a que solo estaban las firmas de Luisa Cuesta y Milka González- refiriéndose 
a determinados hechos ocurridos en el Fusna. 


Este proyecto de ley de reparación no es nuevo sino que ya se trató en el período pasado e 
insisto en que fue rechazado por las mismas formas jurídicas que hoy estamos cuestionando; ahora, 
inclusive, se agregan estos elementos. Me gustaría, entonces, conocer la opinión del señor Ministro de 
Defensa Nacional -el Ministro, el Poder Ejecutivo es el que manda- para saber si las denuncias de 
Crysol, de Serpaj y de Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos ya han sido 
recibidas en el Ministerio y si se tuvieron en cuenta para pedir nuevamente la reparación. 


SEÑOR NIN NOVOA.- ¿En algunas de las sesiones pasadas no acordamos citar al señor Ministro 
para que viniera por este tema también? 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador, este tema no se incluyó. 


Quiero aclararles a los señores Senadores que si bien hay una moción para posponer el 
tratamiento de este tema hasta la próxima sesión, esto es, el lunes 15, para ese día el señor Ministro 
ha confirmado su presencia, por lo que creo que nos va a quedar poco tiempo para reunir información. 
La siguiente sesión sería el primer lunes de mayo. Por lo tanto, si estamos de acuerdo, habría que 
postergarlo hasta el mes de mayo -al fin y al cabo la urgencia es relativa- y mientras tanto solicitar los 
informes que faltan. Incluso, agregaría algún pedido de informe más; por ejemplo, me gustaría tener la 
foja de servicio de este militar, una copia del pedido de pase a retiro -se menciona que solicitó el pase 
a retiro para resolver algunos temas- y saber cuál fue el motivo real que planteó por escrito en su 
pedido de retiro voluntario. Creo que por todas estas razones sería un tanto difícil tratar este tema la 
próxima sesión. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Propongo que enviemos al señor Ministro de Defensa Nacional los 
informes de estas organizaciones y los documentos que los acompañan, por si no los conociera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 


Se va a votar la postergación de la consideración de este tema hasta la primera sesión del 
mes de mayo; la solicitud de las nuevas informaciones que se han mencionado, así como el envío de 
los informes de las organizaciones de derechos humanos al Ministro de Defensa Nacional. 


(Se vota:) 
- 9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se pasa a considerar el segundo punto del Orden del Día, que es la Carpeta N* 1159/2013, 
referente al otorgamiento de grados honoríficos al personal de la Fuerza Aérea Uruguaya fallecido en 
misión de servicio en la República de Haití. Se trata de un proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes. 


No sé si los miembros de la Comisión están en condiciones de tratarlo y votarlo. Adelanto 
que los señores Senadores del Partido Colorado sí lo estamos. 


El personal al cual se hace referencia falleció en un accidente en misión de servicio. 


Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“Artículo Único.- Otórganse los grados honoríficos de Mayor (Av.), Capitán (Av.), Instructor 
Aerotécnico, Aerotécnico Principal y Aerotécnico de 1ra., al Personal de la Fuerza Aérea Uruguaya que 
falleció como consecuencia de un accidente aéreo ocurrido en la República de Haití, en oportunidad en 
que la aeronave CASA C-212 Aviocar (matrícula UN-146, matrícula FAU 531) que los transportaba, se 
encontraba cumpliendo una misión de reconocimiento en la zona sur de Haití, en horas del mediodía, 
mientras sobrevolaba la localidad de Ganthier, acaecido el día 9 de octubre de 2009, acorde a lo 
siguiente: al grado de Mayor (Av.). Fallecido: Capitán (Av.) don José Ignacio Larrosa Píriz. Al grado de 
Capitán (Av.). Fallecido: Teniente 1ro. (Av.) don Santiago Gabriel Hernández Casas. Al grado de 
Instructor Aerotécnico. Fallecido: Aerotécnico Principal José Leonel Pastor Ramírez. Al Grado de 
Aerotécnico Principal. Fallecido: Aerotécnico de 1ra. Enrique Alejandro Montiel Ludueña. Al grado de 
Aerotécnico de tra. Fallecidos: Aerotécnicos de 2da. Néstor Fernando Morales Martínez y Yiyí Anabel 
Medina Rodríguez”. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Este proyecto fue renovado en este Período de Gobierno? Pregunto 
esto porque observo que se trata de una iniciativa del Gobierno anterior. ¿Se desarchivó en su 
momento, o cómo se procedió? 


SEÑOR BARÁIBAR.- Esto fue aprobado en la Cámara de Representantes el 12 de marzo de este año. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Esta iniciativa fue del doctor Tabaré Vázquez y el señor Nin Novoa fue 
quien la recibió. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que este proyecto fue aprobado este año en la Cámara de 
Representantes, debemos suponer que el expediente fue reactivado. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Aclaro que nunca había visto que se concediera el grado honorífico. 


SEÑOR SARAVIA.- Creo que es correcto proceder tal como lo propone este proyecto; está amparado 
constitucional y legalmente. El grado honorífico se otorga en situaciones muy especiales; no se trata 
del grado inmediato superior que tiene todo oficial que se jubila o que pasa a retiro, sino que esto se 
hace con oficiales que están en actividad y que caen en cumplimiento del deber. Se otorga un grado de 
honor y también le corresponde una reparación a la familia. Por tanto, adelanto que nosotros estamos 
dispuestos a votar esta iniciativa. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¡Apoyado! 


SEÑOR GALLO.- Nosotros también vamos a acompañar este proyecto de ley. No obstante, quisiera 
dejar una constancia. 


Efectivamente se trata de una iniciativa del Gobierno anterior, pero que data del 19 de octubre 
de 2009, es decir, prácticamente al término del período, por lo que ya no había sesiones de las 
Cámaras, sino que estábamos en receso y en febrero comenzaba otra Legislatura. Por tanto, creo que 
la demora en el tiempo estriba en que no hubo posibilidad de tratamiento; por eso fue postergado este 
tema. 


El artículo único ya ha sido leído. En consecuencia, si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota:) 


-9 en 9. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Corresponde designar Miembro Informante. 
SEÑOR SARAVIA.- Propongo al señor Senador Rosadilla. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está a consideración el asunto que figura en tercer término del Orden del Día, 
que es la Carpeta N* 1164/2013, que refiere a una serie de ascensos al Grado de Capitán de Navío de 
la Armada Nacional. A este respecto, la Presidencia informa que en el texto enviado por el Poder 
Ejecutivo hay un error en el apellido de uno de los Capitanes de Fragata. Concretamente, en el 
Mensaje del Poder Ejecutivo aparece como “Poilini” cuando, en realidad, debe figurar “Paolini”, según 
surge del legajo correspondiente. Creo que corresponde solicitar que se envíe la corrección pertinente, 
a fin de evitar que la ley se apruebe con un nombre equivocado. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- ¿Pedimos que se corrija simplemente o que nos envíen una nota? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos han enviado un mail, pero creo que es mejor que el error se corrija por 
nota, que es la vía más formal. 


En consecuencia, si los señores Senadores están de acuerdo, trataríamos este asunto en la 
próxima sesión. Sabemos que para esa oportunidad se ha acordado la visita del señor Ministro, pero 
es casi seguro que el punto será votado rápidamente. 


(Apoyados.) 
-No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 37 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


